H. CONGRESO DEL ESTADO

P R E S E N T E. –

El suscrito LUIS FERNANDO RODRÍGUEZ GINER, en mi carácter de Diputado a la Sexagésima Cuarta Legislatura del H. Congreso del Estado y miembro del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 68, fracción I; de la Constitución Política del Estado y; 5 y 97 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua, acudo ante esta Honorable Representación Popular a presentar Iniciativa con Carácter de Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código Penal del Estado de Chihuahua, relacionadas con la pena de prisión vitalicia. Al tenor de la siguiente

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. Antecedentes

En el año 2010, mediante Decreto No. 15/2010 I P. O., expedido por este H. Congreso del Estado, publicado oficialmente el día 23 de octubre de 2010, se adicionó un segundo párrafo al artículo 127 del Código Penal del Estado, para establecer que: “A quien se le condene por homicidio doloso de tres o más personas, en el mismo o en distintos hechos, se le impondrá prisión vitalicia”. 

Con el mismo propósito de prever la prisión vitalicia se estableció el último párrafo del artículo 136, para señalar que: “Tratándose de homicidio cometido en los términos de las fracciones V, VIII, IX y X, aunque solamente se trate de una víctima, al responsable se le aplicará prisión vitalicia”. 

La fracción V del citado artículo 136 del Código Penal del Estado, se refiere al caso de homicidio cometido por pago o  prestación prometida o dada; la fracción VIII prevé el caso del homicidio cometido dolosamente en perjuicio de agentes policiales, así como de servidores públicos que se encarguen de la administración o procuración de justicia, si se encuentran en ejercicio de sus funciones o con motivo de las mismas; la fracción IX alude al homicidio doloso cometido en perjuicio de periodistas o empleados o titulares de medios de comunicación, con motivo o en ejercicio de su actividad periodística y la fracción X, que prevé el caso de homicidio en que, al momento de la privación de la vida, o posterior a ello, se realice decapitación, mutilación, quemaduras, descuartizamiento o se utilicen mensajes intimidatorios dirigidos a la población, que atenten contra la dignidad humana por la exhibición de la causa de muerte.

En los difíciles momentos en que se incorporaron al marco jurídico estatal estas disposiciones, la imposición de la prisión vitalicia representó la reacción de la autoridad a la grave problemática que enfrentaba nuestra entidad, y el país en general, en materia de seguridad pública. El enorme espectro delictivo que padecíamos al inicio de la presente administración estatal, exigía decisiones severas que permitieran contener y disuadir el creciente dinamismo delincuencial y proteger a la sociedad.

Estábamos ciertos que el endurecimiento de las penas no constituía, ni constituye, el único instrumento de política criminal del Estado, pero sin duda el uso de la fuerza y la disuasión se significaron en una herramienta eficaz de combate a los delitos de más alto impacto social, como el multihomicidio, el secuestro, la extorsión y los casos de homicidio a que anteriormente nos referimos, para luego trabajar de manera coordinada y corresponsable con las organizaciones de la sociedad civil, y la sociedad en general, en la prevención social del delito como la mejor apuesta del estado en el abatimiento de los delitos que más lastiman a la colectividad.

Ya en el año 2006 la Suprema Corte de Justicia de la nación se había pronunciado en el sentido de que la prisión vitalicia no constituye una pena inusitada de las prohibidas por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto que la misma atiende a la gravedad de la conducta delictiva en correlación con el riesgo social y la necesidad de preservar el orden jurídico y que “…de una interpretación armónica de los preceptos constitucionales en comento ( se refiere a los artículos 18 y 22 constitucionales) se infiere, para lo que al caso interesa, que la pena debe considerarse como una medida aflictiva para el delincuente, pero necesaria para la coexistencia pacífica y armónica de los miembros de la sociedad; la sanción penal adquiere, por otra parte, el carácter de preventiva, al inhibir la proliferación de conductas antisociales, al mismo tiempo que restablece el orden jurídico que se ve perturbado por la comisión de delitos. Desde esta perspectiva, la pena forma parte de la defensa social que responde de manera proporcional a la gravedad del ilícito cometido…;  y que “… de haber sido la intención del Constituyente establecer un límite en la duración de las penas privativas de libertad, así lo hubiera asentado, pero no lo hizo, sino que dejó al legislador ordinario determinar cuáles son las conductas delictivas y la penalidad que debe corresponder a cada una de ellas”;  lo anterior entre otras razones. (Acción de Inconstitucionalidad 20/2003 relativa a diversos artículos del Código Penal del Estado de Chihuahua vigente hasta el 2005, para determinar si la prisión vitalicia era violatoria de los artículos 18 y 22 constitucionales).

Posteriormente, a raíz de la reforma a los artículos 18 y 22 constitucionales publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, se sustituyen los conceptos de “sistema penal” y “ readaptación social” por  los de “sistema penitenciario” y “reinserción social”, respectivamente, dejando atrás el paradigma de que la reinserción social constituye el fin de la pena, para ubicarla en un objetivo del “sistema penitenciario”, señalando el propio texto constitucional que los medios para lograr la reinserción social son el trabajo y la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte.

De manera pues, que el planteamiento tanta veces expuesto de la constitucionalidad de la prisión vitalicia, tanto por la temporalidad o límites de la prisión, como por que las penas sean un objetivo de la reinserción social, es un tema superado en nuestro sistema jurídico mexicano. 

Finalmente, en un Estado Democrático de Derecho la ciudadanía ejerce real y efectivamente la democracia al exigir de sus autoridades acciones y medidas drásticas de combate a la violencia y la delincuencia acorde a la magnitud de la grave problemática; eso es justamente lo que el Estado de Chihuahua hizo en su momento.

II. La reforma a los artículos 127 y 136 del Código Penal del Estado

Después de haber superado en gran medida la grave problemática de inseguridad ocasionada por la incidencia de delitos de alto impacto social, y sin que el fenómeno delincuencial sea del todo un hecho del pasado, sí se puede afirmar que las condiciones de seguridad en nuestra entidad nos permiten proponer un cambio en la política criminal del Estado, para dar la opción al Ministerio Público y a los tribunales de solicitar y establecer, respectivamente, penas temporales, sin dejar de significarse como “penas duras”, en el caso de multihomicidio previsto en el artículo 127, y demás supuestos previstos en las fracciones V, VIII, IX y X del artículo 136, y sin descartar la posibilidad de imponer la prisión vitalicia para los casos más graves en dichos supuestos y que por sus circunstancias de ejecución y demás particularidades revelen un grado extremo de culpabilidad del agente activo, así como de gravedad del hecho, los que sólo mediante la aplicación de la prisión vitalicia es posible disuadir y erradicar de una vez por todas. 

Bajo ese contexto de mantener “penas duras” como factor inhibitorio en la comisión de los delitos de homicidio a que nos hemos referido, y sin eliminar la posibilidad de la aplicación de la prisión vitalicia, ajustándose a lo previsto por los artículos 67 y 68 del propio Código Penal en cuanto a los criterios de individualización y demás circunstancias para agravar o disminuir el grado de punibilidad, la presente Iniciativa somete a la consideración de esa Honorable Representación Popular los siguientes cambios a las disposiciones legales ya mencionadas:

Según lo establece el actual párrafo primero del artículo 127 del Código Penal, el homicidio calificado se sanciona con una pena de veinte a cincuenta años de prisión; ahora bien, los supuestos  que califican al homicidio se ubican en las diez fracciones que contiene el párrafo primero del artículo 136 del mismo cuerpo normativo; sin embargo, el párrafo último de este precepto legal establece cuatro fracciones, la V, VIII, IX y X, en las que se establece la sanción de prisión vitalicia, y no de veinte a cincuenta años de prisión a que se refiere el  primer párrafo del citado artículo 127.

Por ello, para dar claridad y congruencia a estas dos disposiciones, se propone reformar el párrafo primero del artículo 127, incorporando al mismo la referencia a las fracciones I, II, III, IV, VI y VII del artículo 136, en las que sí es aplicable la pena de veinte a cincuenta años de prisión, mas no la referencia a las fracciones V, VIII, IX y X, dado que, como ya se expresó, conforme al último párrafo de este numeral dichas fracciones contemplan la pena de prisión vitalicia. Así pues, no se trata de una modificación de fondo respecto a la consecuencia jurídica de los casos que prevé el párrafo primero del artículo 127.

Conforme a lo anterior, el párrafo primero del artículo 127 quedaría redactado de la siguiente manera:

“A quien cometa homicidio calificado en los términos de las fracciones I, II, III, IV, VI o VII del artículo 136 de este Código, se le impondrá prisión de veinte a cincuenta años”.

Ahora bien, esta propuesta de redacción del párrafo primero del artículo 127, hace necesario incorporar un párrafo adyacente, que quedaría como párrafo segundo, el cual contendría la referencia a las fracciones V, VIII, IX y X del artículo 136 en las que sí es aplicable la pena vitalicia y, consecuentemente, el párrafo final de éste último artículo se reubicaría, modificado, como párrafo segundo del artículo 127. Virtud de ello, se recorrerían los dos restantes párrafos de este último artículo.

Además de lo anterior, dicho último párrafo del artículo 136, a reubicar en el artículo 127, sufriría un cambio que sí incide en el fondo de la consecuencia jurídica, al contemplar la posibilidad de que la autoridad judicial determine, al momento de individualizar la pena con base en los artículos 67 y 68 del Código Penal del Estado, la sanción a que es merecedor el activo, pudiendo optar entre la aplicación de una pena de prisión temporal graduada entre la mínima y máxima del delito o, incluso, la pena de prisión vitalicia. Por lo que hace a la pena temporal, se propone la aplicación de entre cincuenta a setenta años de prisión, por tratarse de conductas altamente lesivas para la sociedad, que llevan aparejada dicha consecuencia jurídica, tanto así que, conforme al texto vigente, esa Honorable Representación Popular consideró en su momento imponer la prisión vitalicia como pena única. Conforme a lo anterior, la propuesta de párrafo segundo del artículo 127, quedaría como a continuación se señala:

A quien cometa homicidio calificado en los términos de las fracciones V, VIII, IX o X del artículo 136 de este Código, se le impondrá prisión de cincuenta a setenta años o prisión vitalicia.

El vigente párrafo segundo del mismo artículo 127, tal y como se expresó inicialmente, establece que: “A quien se le condene por el homicidio doloso de tres o más personas, en el mismo o en distintos hechos, se le impondrá prisión vitalicia”. 

Pues bien, la presente iniciativa propone también reformar dicho párrafo segundo, mismo que, como ya fue indicado con anterioridad, pasaría a ser el tercer párrafo, a fin de establecer que, en el supuesto contemplado en esta porción normativa, el juzgador podrá imponer “la pena de prisión temporal que corresponda a cada uno de los delitos cometidos o prisión vitalicia”, considerando las mismas razones antes expresadas en el sentido de tratarse de conductas de gran lesividad social. Así, el propuesto párrafo tercero quedaría redactado de la siguiente manera:

A quien se le condene por el homicidio doloso de tres o más personas, en el mismo o en distintos hechos, se le impondrá la pena de prisión temporal que corresponda a cada uno de los delitos o prisión vitalicia.

Asimismo, el actual párrafo tercero del propio artículo 127, establece que: “ También se aplicará prisión vitalicia a quien cometa homicidio con motivo del delito de extorsión, siempre que el pasivo de ambas conductas sea la misma persona, o bien, cuando el pasivo del homicidio se encuentre ligado con el pasivo de la extorsión por alguno de los vínculos señalados en el artículo 204 ter.”

Al respecto la presente Iniciativa plantea reformar dicho párrafo tercero, el cual pasaría a ser el  párrafo cuarto, atendiendo de igual manera a la gravedad de la conducta y de los hechos que significa la comisión de un delito de enorme impacto social, como es la extorsión, que afecta una gran diversidad de bienes jurídicos y que por su carácter pluriofensivo es de los que más agravian a la sociedad; así, la redacción de este párrafo quedaría estructurada en los siguientes términos:

Se impondrá la pena de prisión temporal que corresponda a cada uno de los delitos o prisión vitalicia a quien cometa homicidio con motivo del delito de extorsión, siempre que el pasivo de ambas conductas sea la misma persona, o bien, cuando el pasivo del homicidio se encuentre ligado con el pasivo de la extorsión por alguno de los vínculos señalados en el artículo 204 ter.

Conforme a este cambio, la autoridad judicial  tendría la posibilidad de determinar, al individualizar la pena con base en los artículos 67 y 68 del Código Penal del Estado, la sanción a aplicar, pudiendo optar entre la imposición de una pena de prisión temporal graduada entre la mínima y máxima del delito o, incluso, la pena de prisión vitalicia
También se propone reformar el ya citado artículo 136 del Código Penal del Estado, suprimiendo el último párrafo; ello en razón de que, como ya fue expuesto en las líneas precedentes, hemos propuesto su traslado al artículo 127, con los cambios propuestos a que ya nos referimos.
III. La reforma a los artículos 32, 75 y 78 del Código Penal del Estado

Como consecuencia de la propuesta de reforma a los artículos 127 y 136 del Código Penal del Estado, es necesario efectuar también la reforma a otros numerales del mismo ordenamiento legal, para que aquellos guarden unidad sistemática.

El artículo 32 del Código Penal establece en su párrafo tercero que: “ Si se trata de dos o más penas de prisión impuestas en sentencias diferentes, aquellas se cumplirán invariablemente de manera sucesiva, sin que la suma de ellas sea mayor de setenta años”.

A su vez el párrafo cuarto dice: “Tratándose del homicidio doloso en perjuicio de mujeres o menores de edad, deberá imponerse pena por cada delito cometido, aún y cuando con ello se exceda el máximo de la pena de prisión temporal”.

Se propone reformar dichos párrafos tercero y cuarto a efecto de determinar que, en los supuestos establecidos en la propuesta de redacción de los párrafos segundo, tercero y cuarto del artículo 127 del Código Sustantivo Penal a que anteriormente hacemos referencia, pueda imponerse una pena que supere el máximo de prisión de setenta años, como sucede en los casos antes mencionados de homicidio de mujeres o de menores de edad. Tal y como se expresó con anterioridad, los casos previstos en dicho artículo 127 representan conductas de alta lesividad para la sociedad y por ello se prevé la posibilidad de aplicar, incluso, la prisión vitalicia; al respecto debe también considerarse que resultaría incoherente que, por ejemplo, si en dos casos susceptibles de imponerse en cada uno de los mismos la pena vitalicia por actualizarse alguno de los supuestos anteriormente señalados de los propuestos párrafos segundo y tercero del numeral 127, no se permita superar el máximo de prisión de setenta años al aplicar las reglas del concurso real, en caso de que el tribunal optare por imponer una pena de prisión temporal, y no la prisión vitalicia. Consecuentemente, los párrafos terceros y cuarto del artículo 32 quedarían redactados de la siguiente manera:

Si se trata de dos o más penas de prisión impuestas en sentencias diferentes, aquéllas se cumplirán invariablemente de manera sucesiva, sin que la suma de ellas sea mayor de setenta años, salvo lo que señala el párrafo siguiente.

Tratándose del delito de homicidio doloso en perjuicio de mujeres o menores de edad, o en los supuestos establecidos en los párrafos segundo, tercero y cuarto de artículo 127 de este Código, deberá imponerse pena por cada delito cometido, aún y cuando con ello se exceda el máximo de la pena de prisión temporal.

Así pues, a los supuestos de homicidio doloso de mujeres o menores de edad en que el tribunal puede exceder el máximo de la pena de prisión temporal, se adicionarían los casos de homicidio calificado a que se refiere la propuesta de redacción del párrafo segundo del artículo 127, así como el caso de homicidio doloso de tres o más personas a que alude la propuesta de párrafo tercero del mismo artículo 127.

Asimismo, la presente Iniciativa también propone reformar el párrafo primero del artículo 75 y el párrafo único del artículo 78, ambos del Código Penal del Estado, relativos a la punibilidad de la tentativa y de la complicidad, respectivamente, suprimiendo la última parte de los mismos, que señalan:

“En este caso, cuando corresponda sancionarlo con prisión vitalicia, el cómputo se hará sobre la base de las penalidades de prisión temporal más severas previstas para ese delito”.

La razón por la que se propone suprimir dichas porciones normativas, obedece a que no obstante que la prisión vitalicia continúa como una posible pena a imponer en ciertos delitos, en todos y cada uno de los mismos se establece también una pena de prisión temporal que servirá de base para calcular la pena proporcional a este tipo de conductas realizadas en grado de tentativa o por complicidad, que traen aparejada la imposición de una parte de la pena que le correspondería al delito consumado o al realizado en calidad de autor.

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 57 y 58 de la Constitución Política del Estado de Chihuahua, se somete a la consideración de esa Honorable Representación Popular el siguiente proyecto de

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se REFORMAN los párrafos tercero y cuarto del artículo 32, el párrafo primero del artículo 75, el párrafo único del artículo 78, el artículo 127 párrafos primero, segundo y tercero y el artículo 136 suprimiendo el último párrafo y; se ADICIONA el artículo 127 con un párrafo segundo y se recorren los párrafos segundo y tercero, pasando a ser los párrafos tercero y cuarto respectivamente, todos ellos del Código Penal del Estado de Chihuahua, para quedar como sigue:

Artículo 32. De la prisión

…

…

Si se trata de dos o más penas de prisión impuestas en sentencias diferentes, aquéllas se cumplirán invariablemente de manera sucesiva, sin que la suma de ellas sea mayor de setenta años, salvo lo que señala el párrafo siguiente.

Tratándose del delito de homicidio doloso en perjuicio de mujeres o menores de edad, o en los supuestos establecidos en el artículo 127 de este Código, deberá imponerse pena por cada delito cometido, aún y cuando con ello se exceda el máximo de la pena de prisión temporal.

…

…

…

Artículo 75. Punibilidad de la tentativa

La punibilidad aplicable a la tentativa, será de entre una tercera parte de la mínima y dos terceras partes de la máxima, previstas para el correspondiente delito doloso consumado que el agente quiso realizar.

…

Artículo 78. Punibilidad de la complicidad

Para los casos a que se refieren las fracciones VI y VII del artículo 21 de este Código, la penalidad será de las tres cuartas partes del mínimo y del máximo de las penas o medidas de seguridad previstas para el delito cometido, de acuerdo con la modalidad respectiva.

Artículo 127.

A quien cometa homicidio calificado en los términos de las fracciones I, II, III, IV, VI o VII del artículo 136 de este Código, se le impondrá prisión de veinte a cincuenta años.

A quien cometa homicidio calificado en los términos de las fracciones V, VIII, IX o X del artículo 136 de este Código, se le impondrá prisión de cincuenta a setenta años o prisión vitalicia.

A quien se le condene por el homicidio doloso de tres o más personas, en el mismo o en distintos hechos, se le impondrá la pena de prisión temporal que corresponda a cada uno de los delitos o prisión vitalicia.

Se impondrá la pena de prisión temporal que corresponda a cada uno de los delitos o prisión vitalicia a quien cometa homicidio con motivo del delito de extorsión, siempre que el pasivo de ambas conductas sea la misma persona, o bien, cuando el pasivo del homicidio se encuentre ligado con el pasivo de la extorsión por alguno de los vínculos señalados en el artículo 204 ter.

Artículo 136…

Fracciones I a X…

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a lo establecido en el presente Decreto.

ARTÍCULO TERCERO.- La modificación o reubicación de las porciones normativas y las consecuencias jurídicas a que se refiere este Decreto, no implicará la libertad de los responsables por los delitos cometidos con anterioridad a su vigencia, siempre que los hechos y las sanciones se sigan comprendiendo en los preceptos modificados o reubicados.

ARTÍCULO CUARTO.- Las disposiciones relativas a la punibilidad de la tentativa y la complicidad a que hacen referencia los artículos 75 y 78, respectivamente, del Código Penal del Estado de Chihuahua, hasta la entrada en vigor de este Decreto, seguirán aplicándose por los hechos realizados durante su vigencia. Asimismo, dichos preceptos seguirán aplicándose a las personas procesadas o sentenciadas por los delitos previstos y sancionados por los mismos artículos.

DADO EN EL SALÓN DE SESIONES DEL PODER LEGISLATIVO, A LOS CATORCE DÍAS DEL MES DE MAYO DEL AÑO DOS MIL QUINCE.

ATENTAMENTE

DIP. LUIS FERNANDO RODRIGUEZ GINER
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